
2.2.6. Servicios de Interés General y Consumo

296

Sevilla y a la Subdelegación del Gobierno en Sevilla la remisión de informe en sus respectivos ámbitos 
de competencias. 

Ante las respuestas recibidas, esta Institución debe poner de manifiesto, nuevamente, que pese al tiempo 
transcurrido, lamentablemente poco se ha avanzado en la solución al problema de los cortes de luz 
en barriadas de Sevilla. (Actualización de información sobre la queja 21/0337).

Observamos así que de poco sirven las intervenciones puntuales para incautación de marihuana en 
las viviendas donde se produce el delito de defraudación eléctrica, o las inversiones para mejorar las 
instalaciones de red de distribución eléctrica, si no se acompañan de una actuación de seguimiento 
continuo y coordinado.

Tal como venimos insistiendo, se requiere de un abordaje amplio y global, en el que se valore la situación 
a nivel de Andalucía y se formulen propuestas de intervención escalables desde un nivel de comunidad 
autónoma a un nivel local.

Los barrios que sufren cortes de luz continuos 
reclaman que se garantice el derecho a disponer en 
sus hogares de un suministro eléctrico en condiciones 
mínimas de seguridad y calidad.

En este sentido, de nuevo hemos recordado los planteamientos que realizamos en su día a las distintas 
administraciones implicadas y a la distribuidora eléctrica en la tramitación de la queja 19/2711, referidos 
a una propuesta organizada, planificada y coordinada de intervención para solucionar estos problemas.

Sin embargo, y pese a los esfuerzos realizados por cada una de las partes implicadas que hemos de 
reconocer, seguimos observando que las actuaciones desarrolladas no parecen seguir una guía de 
intervención ni un enfoque coordinado de desarrollo y seguimiento. 

Por ello no podemos dejar de hacerles reflexionar sobre el grave problema social que afecta a miles 
de personas que residen en los barrios donde se producen los cortes de luz y sobre la necesidad de ga-
rantizarles el derecho a disponer en sus hogares de un suministro eléctrico en condiciones mínimas de 
seguridad y calidad. Para ello entendemos que resulta oportuno recurrir a la adopción de cuantas medi-
das alcancen a la competencia de cada una de las partes implicadas, así como revisar de modo honesto 
y coherente con el fin pretendido los avances producidos y los obstáculos que aún deben removerse.

2.2.6.2.1.2. Suministro domiciliario de agua
Una de las quejas que se reiteran en materia de facturación del suministro de agua afecta a familias con 
mayor número de miembros cuando la normativa reguladora de las tarifas no contempla el número de 
personas que reside en la vivienda.

Sobre este particular venimos reiterando desde hace mucho tiempo que resulta adecuado acudir a un 
sistema de facturación que tenga en cuenta el número de personas que residen en la vivienda, 
debiendo prevalecer el principio de “paga más quien más consume”.

En ocasiones, hemos recibido una respuesta negativa a esta petición, alegando la entidad suministradora 
que los precios ofrecidos tenían en cuenta el consumo medio en la localidad y cubría las necesidades 
básicas de agua a precio asequible para la mayoría de la población, cumpliendo con la reglamentación 
vigente. Además se habían analizado los datos con que contaban sobre número de viviendas acogidas 
a la ampliación de tramos prevista para el canon autonómico, resultando un porcentaje escasamente 
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significativo sobre el total de contratos domésticos. Se justificaba además la complejidad y costes que 
añadiría el establecimiento de una tarifa por habitante.

Si bien es verdad que debemos admitir que este tipo de decisiones se ajusta a la reglamentación anda-
luza vigente, y pese a entender la justificación de las decisiones adoptadas, hemos insistido para que 
a futuro las tarifas recojan una facturación del consumo de agua que tenga en cuenta el número 
de personas que reside en cada vivienda.

Cuando se emplea el sistema de facturación por habitante es cierto que, en ocasiones, la multiplicidad 
de casuística impide atender todas aquellas situaciones en que no es posible el empadronamiento 
-como medio de acreditación del número de personas que reside en la vivienda-, sin que puedan que-
dar todas atendidas, pues podría redundar en mayores costes de gestión realizar una tarea indagatoria 
individualizada por parte de la entidad suministradora.

No obstante, en algunos casos cuya resolución nos parecía fácil y oportuna, hemos intervenido para que 
la entidad suministradora los acogiese.

Así ocurría en la tramitación de la queja 24/4922 [24/4922 BOPA], referida a la situación de una mujer, 
de 93 años, con grado II de dependencia y 63% de discapacidad, que tenía concedida la tarifa social de 
agua, pero no se aplicaba a la totalidad del consumo al no tener en cuenta que convivía con ella una 
persona cuidadora.

Entendiendo que no resultaba legalmente exigible el empadronamiento de familiares ni del personal 
empleado, y teniendo en cuenta la especial situación de cuidados que requería la persona depen-
diente, ofrecimos a la entidad suministradora una posible interpretación del precepto de su Ordenanza 
que contemplaba las bonificaciones en favor de colectivos vulnerables. Así, planteamos la posibilidad 
de computar doblemente la persona con discapacidad y dependencia, no solo a efectos económicos, 
sino también a efectos del consumo de agua bonificado.

Recibimos por respuesta que analizarían la modificación necesaria para incorporar, a partir de un deter-
minado grado de dependencia reconocido por la autoridad competente, un cómputo adicional sobre 
los habitantes empadronados.

También nos interesamos por una queja en que se nos trasladaba el temor a recibir una facturación 
más elevada al no poder tener en cuenta las personas residentes, como consecuencia de las dilaciones 
en el trámite de alta en el padrón de habitantes y posterior aportación del correspondiente certificado 
(queja 24/5530). 

Emasesa nos contestaba que en estos supuestos es habitual aceptar la solicitud de empadronamiento 
sellada por el correspondiente Ayuntamiento para el reconocimiento de habitantes; si bien cuando 
estén en plazo para que las facturas se emitan con consideración de los habitantes procuran que el 
usuario entregue la documentación que establece la normativa vigente, como así ocurrió con el caso 
objeto de queja.

Cuestión vinculada con la anterior es la relativa a la oportunidad de instalación de bloques divisiona-
rios de contadores individuales en las comunidades de propietarios, ya que esta medida contribuiría 
notablemente a racionalizar el uso de un bien cada día más escaso. 

Precisamente el año pasado recibimos una queja ciudadana que solicitaba la adopción de medidas para 
obligar a su instalación (queja 24/1251).

Valoramos que el problema suele estribar en la dificultad de alcanzar un acuerdo comunitario que 
cuente con la mayoría necesaria para aprobar la medida. Hay casos en que tal acuerdo es imposible 
porque la comunidad de propietarios ni siquiera existe. En otros casos lo que dificulta el posible acuerdo 
comunitario es el hecho de que la instalación de contadores divisionarios suponga un importante gasto 
que ha de ser sufragado por cada uno de los propietarios, Esto resulta especialmente problemático en 
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bloques donde viven familias con escasos recursos económicos. En otras ocasiones el problema para 
instalar contadores divisionarios deriva de una imposibilidad técnica por la propia configuración de las 
instalaciones interiores.

Sobre este asunto ya señalábamos, en el Informe Especial elaborado en 2015 sobre Servicios de sumi-
nistro de agua: garantías y derechos, la conveniencia de instalación de contadores divisionarios como 
vía para el fomento del consumo responsable de agua y la eficiencia en el uso de agua.

A tal efecto consideramos necesario que, además de reforzar las medidas que ya vienen empleando 
las entidades suministradoras (o de incorporarlas en los casos que no se hayan implementado) sería 
conveniente la inclusión de una línea específica de ayudas con este objeto.

Consideramos que la misma podría tener cabida dentro de la convocatoria general para rehabilitación 
de viviendas a cargo de la Consejería de Fomento, Articulación del Territorio y Vivienda.

Próximo a cumplirse un decenio de nuestro Informe Especial, nos parece necesario hacer un seguimiento 
a la instalación de contadores divisionarios y, en su caso, proponer actuaciones que permitan una aten-
ción adecuada de las situaciones expuestas con un mínimo homogéneo en todo el territorio andaluz.

Confiamos en que el Reglamento de Servicios del Ciclo Integral del Agua de Uso Urbano en Andalucía, 
cuyo trámite de consulta pública se realizó el pasado mes de diciembre de 2024, incluya previsiones que 
permitan la actualización de instalaciones de suministro y saneamiento y la sustitución de contadores.

En relación con las posibles bonificaciones en favor de colectivos vulnerables nos parece de interés 
señalar que una de las quejas recibidas en esta Institución ponía de manifiesto la falta de acceso a la tarifa 
social de su entidad suministradora de agua, pese a contar con el bono social eléctrico (queja 23/9594).

Lamentablemente tuvimos que explicar a la promotora de queja que el hecho de que los requisitos 
establecidos para obtener la tarifa social de agua no coincidieran con los del bono social eléctrico no 
significa que unos sean más justos que otros, debiendo tener en cuenta además que estas bonifica-
ciones proceden de entidades diferentes y que, por tanto, las circunstancias que se valoran a la hora de 
establecer los correspondientes requisitos de acceso son distintas. 

No obstante, debemos apuntar a lo establecido en la normativa sobre calidad del agua de consumo11, 
que remite a los criterios establecidos en la normativa de bono social eléctrico a la hora de determinar 
quién deba ser la población a la que dirigir medidas para mejorar el acceso al agua.

Así se indica que las comunidades autónomas y las entidades locales utilizarán, al menos, los criterios 
de la definición de consumidor vulnerable o en riesgo de exclusión social establecidos en los artículos 3 
y 4 del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, 
el bono social y otras medidas de protección para los consumidores domésticos de energía eléctrica, 
teniendo la capacidad de incluir criterios adicionales de vulnerabilidad que permitan incluir a un mayor 
número de consumidores bajo dicha categoría. 

Entre los mecanismos de acción social para acceso al agua de la población vulnerable señala la consi-
deración de la asequibilidad y su reflejo en las políticas y estructuras tarifarias mediante bonificaciones 
contempladas en la tarifa y/o fondos de solidaridad 

De acuerdo con estas disposiciones debemos apuntar de nuevo a la oportunidad de establecer una 
misma regulación básica a nivel andaluz, de modo que exista un mínimo común para toda la población 
andaluza en la posibilidad de acceso a bonificaciones tarifarias que garanticen la asequibilidad del precio.

En relación con la regulación de estas bonificaciones en favor de determinados colectivos, desde un 
municipio almeriense recibimos una queja ciudadana alegando que se aplicaba una discriminación 

11 Artículo 11 del Real Decreto 3/2023, de 10 de enero, por el que se establecen los criterios técnico-sanitarios de la calidad del agua 
de consumo, su control y suministro.
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contraria a la Constitución por no poder acogerse a la bonificación establecida en favor de familias nu-
merosas, al no encontrarse empadronada en la localidad (queja 24/9438).

Sin embargo entendimos que el rechazo a la solicitud de bonificación no se basaba en la discriminación 
entre personas empadronadas o no, contraria a principios constitucionales, sino en la vinculación de 
dicha bonificación a la vivienda habitual de la persona solicitante.

Esta bonificación, contenida en la Ordenanza reguladora de la tarifa de los servicios de suministro de 
agua y de alcantarillado, tenía en consideración criterios genéricos de capacidad económica de los su-
jetos obligados a satisfacer el importe de las tarifas de agua, tal como ampara la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales.

Con ello entendíamos que se daba cumplimiento a la garantía legal de suministro mínimo vital de agua, 
que pretende asegurar un consumo de agua mínimo a aquellas personas que se encuentren en alguna 
de las situaciones en las que se presupone que no disponen de recursos suficientes con los que afrontar 
los gastos derivados del abastecimiento y/o saneamiento de agua.

Nos parece lógico que esa garantía de un consumo de agua mínimo se vincule a la satisfacción de esta 
necesidad básica en la vivienda habitual, entendiendo por tal  la que se habita de manera efectiva y con 
carácter permanente (más de 183 días, durante el año natural, de acuerdo con la normativa tributaria).

Otra cuestión que se nos ha planteado en relación con la aprobación de tarifas sociales de agua se re-
fería a su falta de previsión en una entidad suministradora que prestaba el servicio a varias localidades 
(queja 24/4702).

Se nos denunciaba el incumplimiento del “mandato” contenido en el Reglamento de calidad del agua de 
consumo para que las entidades locales establezcan bonificaciones en sus tarifas en favor de personas 
vulnerables o en riesgo de exclusión social.

Sin embargo, teniendo en cuenta que dicha norma reglamentaria no impone la obligación de aprobar 
un “bono social”, tuvimos que admitir que era suficiente y adecuada la respuesta de la entidad sumi-
nistradora remitiendo a la persona afectada a su Ayuntamiento para canalizar los correspondientes 
mecanismos de acción social a través de los Servicios Sociales.

En relación con la actuación de las entidades suministradoras de agua hemos de destacar, nuevamente, 
que la garantía de suministro no opera con el mismo respeto normativo que ocurre en el ámbito 
eléctrico, en el que las comercializadoras de luz aplican estrictamente la prohibición de corte establecida 
en favor de las personas beneficiarias del bono social eléctrico.

Por contra, hemos conocido supuestos de cortes de agua en la vivienda de personas vulnerables y obser-
vado la dificultad de acogerse a mecanismos de coordinación adecuados entre entidad suministradora 
y servicios sociales comunitarios. 

En un caso particular la entidad suministradora admitía que el corte se realizó por error, ya que la per-
sona afectada se encontraba tramitando la renovación de su solicitud de tarifa para familia en riesgo 
de exclusión social (queja 24/5170). 

Nuestras actuaciones se dirigieron a la reposición urgente del suministro y a aclarar la situación, así como 
a facilitar un acuerdo de pago de la deuda acumulada adecuado a las circunstancias económicas de la 
interesada. Además, solicitamos a la entidad suministradora que valorase la procedencia de otorgar una 
compensación económica por el corte realizado, atendiendo a criterios de calidad del servicio.

La respuesta a esta última petición fue negativa al no tener previstas compensaciones y/o indemniza-
ciones para el supuesto, por lo que remitimos a la promotora de queja a su posible reclamación en vía 
judicial, ya que no existe normativa en materia de suministro de agua que contemple algo similar a lo 
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previsto en materia de suministro eléctrico para supuestos de incumplimiento de calidad en la atención 
al consumidor.

En otros casos hemos tenido que advertir a las personas que acudían a la Institución, con un aviso de 
corte de agua por impago de recibos, que debía solicitar de modo urgente la tarifa social que tuviese 
regulada la entidad suministradora, o bien aportarle factura donde constase la aplicación del bono social 
eléctrico, a fin de obtener la protección legal frente a cortes de suministro.

Finalmente, señalar que seguimos recibiendo quejas por las elevadas facturas que reciben algunas per-
sonas cuando se producen fugas por averías en sus instalaciones interiores de agua que determinan 
una elevada pérdida de este preciado bien.

De estas quejas se deduce que sigue habiendo muchas personas que no asumen su responsabilidad 
sobre las instalaciones interiores de agua y siguen pensando que no tienen que pagar por un agua que 
no han consumido, olvidando que es un bien de todos y que el deber de conservarlo es responsabilidad 
colectiva.

También se deduce de estas quejas que existen municipios que aún no han incluido en sus normas regu-
ladoras del servicio las denominadas tarifas de fuga o avería, que tienen por objeto minorar el importe 
de las facturas cuando se acredite que la fuga o avería ha sido reparada con diligencia una vez detectada.

En la tramitación de la queja 24/7762 Giahsa nos trasladó que la Mancomunidad de Servicios de la Pro-
vincia de Huelva tenía previsto recoger en sus ordenanzas una regulación al respecto. Mientras esta no 
se aprobase, la Comisión del Defensor del Usuario decidió modificar los criterios para la concesión de 
este tipo de ayudas, de manera que no se condicionaba al informe de los servicios sociales, ni a que se 
trate de la vivienda habitual. Por ello, atendiendo a nuestra petición, remitían el caso objeto de queja a 
la Comisión del Defensor del Usuario para su valoración.

En ocasiones hemos detectado que algunos municipios, que contaban con estas tarifas, han procedido 
a su eliminación a consecuencia de la situación de sequía que sufrían (queja 24/9768).

Por último, estas quejas nos sirven para comprobar que existan mecanismos de aviso rápido en casos 
de fuga que eviten una importante pérdida de este bien tan necesario.

2.2.6.2.1.3. Servicios financieros
Como ya hemos tenido ocasión de manifestar reiteradamente, el reconocimiento de los servicios finan-
cieros como servicio de interés general implica la necesidad de adoptar medidas para que el acceso a 
los mismos esté garantizado a todas las personas, sin limitaciones o discriminaciones por razón de sus 
circunstancias personales o su condición económica.

En relación con la atención específica a las personas mayores y con discapacidad, como colectivos 
especialmente vulnerables ante la digitalización progresiva de los servicios financieros, hemos de 
señalar la información obtenida de la  tramitación de la queja 23/5437.

Presentaba la queja una asociación de consumidores ante la falta de respuesta a la solicitud de infor-
mación presentada a la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad sobre el desarrollo 
del convenio general de colaboración suscrito con siete entidades bancarias.

En el informe elaborado por la Dirección General de Personas Mayores, Participación Activa y Soledad no 
deseada se puso de manifiesto que los convenios estuvieron vigentes hasta el 11 de abril de 2023 y que 
la Consejería se encontraba evaluando sus logros y deficiencias para poder iniciar un nuevo proceso en 
el que poder incluir, además, el compromiso por las entidades financieras de detectar situaciones de 
soledad no deseada entre el colectivo de las personas mayores de Andalucía.
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